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León, Guanajuato, a 23 veintitrés de febrero del año 2012 dos mil doce. . 
V I S T O S  para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 352/2011-JN, promovido por el ciudadano Rodolfo Horacio Moreno Gutiérrez;  y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El presente proceso fue promovido dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que el actor se ostentó sabedor de la emisión del acto impugnado; que fue el día 29 veintinueve de septiembre del año 2011 dos mil once. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia del acto impugnado en la presente causa administrativa, consistente en la modificación del valor fiscal del inmueble ubicado en calle Paseo del Pedregal 110 ciento diez, de la colonia Pedregal del Carmen de esta ciudad; se encuentra debidamente acreditada en autos, con el original del avalúo de fecha 28 veintiocho de febrero 2011 dos mil once; realizado con motivo, al parecer, de una aclaración solicitada por el actor; así como con la impresión original del estado de cuenta de fecha 29 veintinueve de septiembre de ese mismo año; en el que se contiene el valor fiscal del inmueble respectivo y que coincide con el señalado en el avalúo; así como con la impresión del comprobante de pago electrónico bancario del impuesto predial del inmueble, realizado el 6 seis de febrero del 2008 dos mil ocho, por la cantidad de $7,934.88 (Siete mil novecientos treinta y cuatro pesos 88/100 Moneda Nacional); visible este ultimo así como el estado de cuenta en impresión original a fojas 15 quince y 18 dieciocho; en tanto que el avalúo, en copia certificada a foja 38 treinta y ocho; merecen pleno valor probatorio, conforme a lo dispuesto en los artículos 78, 121 y 124 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que el avalúo se trata de un documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones; en tanto que el comprobante de pago, y el estado 
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de cuenta; no obstante ser documentos privados, de su lectura se desprende que sus contenidos están adminiculados con el avalúo, por hacer referencia al nombre del actor, su domicilio, los datos del predio valuado y la cuenta predial; por lo que no puede restárseles valor probatorio alguno, aunado a que la enjuiciada, al contestar la demanda, al referirse al hecho 3, reconoció expresamente la variación del valor del inmueble. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, del análisis integral de la demanda se desprende que el actor impugnó también el crédito fiscal número PR-2011-00200391 y el procedimiento administrativo de ejecución para el cobro de dicho crédito; al advertirse que planteó conceptos de impugnación contra esos determinados actos, expresando además hechos a partir de los cuales se deduce claramente que deben reputarse los actos de referencia como impugnados, ya que ocasionan perjuicio a la parte actora. Actos de los que se encuentra acreditada su existencia con el oficio número TML/DGI/7393/2011, de fecha 7 siete de septiembre del 2011 dos mil once, (presentado en el expediente en copia certificada de su original y visible a fojas 11 once y 12 doce); en el que la Directora General de Ingresos hizo referencia a que fue embargado el bien inmueble objeto de la valuación ubicado en calle Paseo del Pedregal 110 ciento diez de la colonia Pedregal del Carmen de esta ciudad; y refiriendo textualmente que dicho embargo se realizó con motivo de: “para hacer efectivo el pago del crédito número PR-2011-00200391”. Documental a la que se le otorga pleno valor probatorio, conforme a lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de un documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si, en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .

En la especie, en la presente causa administrativa, la autoridad demandada no hizo valer la causal de improcedencia o sobreseimiento alguna y, de oficio, este Juzgador no advierte que, en el caso concreto, se presente la actualización de ninguna, que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que el ciudadano Rodolfo Horacio Moreno Gutiérrez es propietario del inmueble ubicado en la calle Paseo del Pedregal número 110 ciento diez, de la colonia Pedregal del Carmen de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que con fecha 23 veintitrés de septiembre del año pasado, tuvo conocimiento de que se había designado a un perito para valuar el inmueble de su propiedad, mismo que fue embargado, mediante un procedimiento administrativo de ejecución, por la existencia de un crédito fiscal que no fue cubierto, del cual refiere no haber tenido conocimiento hasta ese momento; asimismo, de la consulta realizada a través de internet del impuesto predial a su cargo, tuvo conocimiento el 29 veintinueve de ese mismo mes y año, de la modificación del valor fiscal del inmueble de su propiedad en base a un avalúo practicado el día 28 veintiocho de febrero del año próximo pasado . . . . . . . . . . . . 
Actos que el impetrante del proceso estima ilegales, toda vez que argumenta que no se le notificó el crédito fiscal mencionado por la autoridad, ni la realización del avalúo; que para la elaboración del avalúo no se respetó el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, al no existir orden de valuación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A lo argumentado por el actor, la autoridad demandada precisó que si existió orden de valuación y que al momento de conocer los resultados del avalúo, se da por enterado del mismo y convalida cualquier notificación. . . . . . . .

Así las cosas, la litis planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad de la modificación del valor fiscal del inmueble propiedad del actor; del crédito fiscal número  PR-2011-00200391; y, el procedimiento administrativo de ejecución para el cobro de dicho crédito. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al estudio de los conceptos de impugnación expresados por el actor en su escrito de demanda. . . 

Este Juzgador de manera primordial procederá al análisis de los conceptos de impugnación aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria de la resolución impugnada y que pudieran traer mayor beneficio a la parte actora en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así pues, de los conceptos de impugnación esgrimidos, este Juzgador se avocará al estudio de los que considera trascendentales para emitir la presente resolución, como lo son los que enumera como Segundo y Tercero, por tener intima relación entre sí, sin necesidad de transcribirlos en su totalidad así como tampoco los restantes, sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia:. . . . . . . . . . . . . . . . . 
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“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . 

Así las cosas, en el concepto de impugnación marcado como Segundo (visible a foja 5 cinco, del escrito de demanda), la parte actora expresó que la Tesorería Municipal vulnera el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, porque no emitió una orden de valuación por escrito, y que nunca le fue notificada, en tanto que en el Tercero expuso: . . . 

“...nunca me fue notificado el avalúo que modifica el valor de mi propiedad…” y que no se siguió el procedimiento en el artículo 177 de la Ley antedicha, para practica del avalúo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, la titular de la Tesorería, como argumento para demostrar la ineficacia del concepto de impugnación en estudio, expuso que sí se emitió orden de valuación, por lo que no se le causó agravio a la parte actora, anexando al efecto orden de valuación con folio número 97265-10, de fecha 5 cinco de noviembre de 2010 dos mil diez así como la notificación de los resultados del avalúo, folio 0677009, de fecha 12 doce del mismo mes y año (visibles a fojas 35 treinta y cinco y 36 treinta y seis). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Analizado lo expresado por las partes, los actos impugnados y las constancias que obran en este sumario, este Juzgador considera que son fundados los conceptos de impugnación que se examinan, por lo siguiente: . . . . 

Si bien es cierto que de las documentales, ofertadas y admitidas a la Tesorería demandada, se desprende que si existió una orden de valuación al inmueble propiedad del justiciable; y que respecto a dicha orden se notificaron los resultados del avalúo por el cual se asignó un valor fiscal al inmueble de $14’273,476.55 (Catorce millones doscientos setenta y tres mil cuatrocientos setenta y seis pesos 55/100 Moneda Nacional), avalúo que también se le admitió como prueba (palmario a fojas 33 treinta y tres y 34 treinta y cuatro); y, que además en cuanto a dicho valor, a más de los honorarios del avalúo, el impetrante del proceso, solicitó aclaración, como también lo acredita la demandada con el “formato de aclaración de avalúos” (evidente a foja 31 treinta y uno) y, que aparentemente, con motivo de esa aclaración, con fecha 28 veintiocho de febrero del año próximo pasado, se practicó un nuevo avalúo (patente en foja 38 treinta y ocho) al inmueble, asignándole un valor de $9´609,364.14 (Nueve millones seiscientos nueve mil trescientos sesenta y cuatro pesos 14/100 Moneda Nacional); avalúo que en fecha y valor coincide con los datos contenidos en el estado de cuenta, lo cierto es que respecto de este último avalúo, la Tesorería enjuiciada no acreditó con medio probatorio alguno, el que se haya emitido, por esa dependencia municipal, orden para la práctica del avalúo y muchos menos que los resultados del mismo y la determinación del impuesto predial haya sido notificado al contribuyente, en este caso al actor; aunado a que tampoco se demuestra que los ciudadanos Armando Medina y Luis Manuel Gutiérrez hayan sido designados para practicar el avalúo y que se hubiesen presentado en el inmueble, en día y hora hábil, para practicarlo, violándose en su perjuicio el contenido de los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . 
En efecto, se vulnera el primer párrafo del artículo 176 de la Ley antes mencionada pues, como ya se señaló, no consta que la Tesorería haya ordenado, por escrito, exponiendo los motivos, la práctica del avalúo realizado el 28 veintiocho de febrero del año próximo pasado, y mucho menos la designación del perito o peritos para efectuarlo, aun cuando dicho avalúo se haya practicado con motivo de una aclaración, al parecer realizada por el actor; ya que de la interpretación gramatical de dicho dispositivo se puede establecer que de todo avalúo debe existir orden de valuación y que en la misma se designen los peritos para realizarlo, ello como regla general, sin que se contenga o derive la excepción en cuanto a avalúos que se practiquen con motivo de una aclaración. . 

De igual forma se transgrede la obligación que impone el segundo párrafo del citado artículo 176, pues los resultados del aludido avalúo así como la determinación del impuesto predial no fueron notificados al justiciable, lo que indudablemente debió hacer la demandada, lo que sin duda le causa afectación, sobre todo si el avalúo en cuestión era consecuencia de la aclaración formulada por él. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por otra parte, también existe una inobservancia a lo prevenido en el primer párrafo del artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios antes citada, ya que como se señaló en supralíneas, no hay evidencia de que, -con independencia de que hayan sido o no designados como peritos para efectuar el avalúo-, los ciudadanos Armando Medina y Luis Manuel Gutiérrez, se presentaran en el inmueble propiedad del actor, en día y hora hábil, pues no se exhibió acta circunstanciada donde conste la diligencia del avalúo. . . . . . . . . . . . . 

Así pues, es por todo lo antes razonado y sustentado, el que se consideran fundados los conceptos de impugnación en examen, pues esta demostrado que el acto administrativo, consistente en la modificación del valor fiscal del inmueble ubicado en Paseo del Pedregal número 110 ciento diez, colonia Pedregal del Carmen de esta ciudad, al tener su origen en un avalúo practicado sin haber seguido el procedimiento de valuación previsto en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, atenta contra los
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derechos subjetivos del enjuiciante, contenidos en los artículos 176 y 177 de dicho cuerpo normativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al resultar fundados los conceptos de impugnación analizados; con fundamento en la fracción II del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se declara nula la modificación del valor fiscal del inmueble marcado con el número 110 ciento diez, colonia Pedregal del Carmen de esta ciudad, por la cual su valor se fijó en la cantidad de $9’609,364.14 (Nueve millones seiscientos nueve mil trescientos sesenta y cuatro pesos 14/100 Moneda Nacional); por lo que en corolario, en los términos de la fracción II del artículo 300 del citado Código, se decreta su nulidad total así como también la nulidad total de los actos consistentes en el avalúo practicado el 28 veintiocho de febrero de 2011 dos mil once; el crédito fiscal PR-2011-00200391; y, el procedimiento administrativo de ejecución para el cobro de dicho crédito; aplicándose el principio de derecho que establece que lo accesorio sigue la suerte de lo principal, en virtud de que dichos actos son originados o derivaron de la variación del valor fiscal declarada nula. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior con la consecuencia de que la Tesorería demandada, deje insubsistente el crédito fiscal y el procedimiento administrativo de ejecución antes referidos y, dé respuesta a la aclaración formulada por el ciudadano Rodolfo Horacio Moreno Gutiérrez sobre el valor fiscal del inmueble y los honorarios de avalúo, que fueron notificados con motivo del avalúo practicado el 19 diecinueve de octubre de 2010 dos mil diez, lo que deberá hacer  dentro de los 15 quince días siguientes a que cause ejecutoria esta sentencia, debiendo informar a este Juzgado sobre ello, acompañando las constancias que acrediten el cumplimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- En virtud de que los conceptos de impugnación analizados, resultaron fundados y son suficientes para decretar la nulidad total de los actos impugnados; resulta innecesario el estudio de los restantes, ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción II; y, 302, fracción  II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el presente proceso administrativo interpuesto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- Se decreta la nulidad total de la modificación del valor fiscal del inmueble ubicado en calle Paseo del Pedregal número 110 ciento diez, colonia Pedregal del Carmen de esta ciudad, por la dicho valor se fijó en la cantidad de $9’609,364.14 (Nueve millones seiscientos nueve mil trescientos sesenta y cuatro pesos 14/100 Moneda Nacional); así como también la nulidad total de los actos consistentes en el avalúo practicado el 28 veintiocho de febrero de 2011 dos mil once; el crédito fiscal PR-2011-00200391; y, el procedimiento administrativo de ejecución para el cobro de dicho crédito; por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Sexto de la presente sentencia y con las consecuencias contenidas en el mismo considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

